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Un riesgo y una 
oportunidad

El riesgo es que la crisis económica actual y 
los esfuerzos de la recuperación terminen 
acrecentando las brechas territoriales, se dispa-
re la desigualdad y se pierdan los avances en 
reducción de pobreza; esto es particularmente 
preocupante en los municipios de los Progra-
mas de Desarrollo con Enfoque Territorial 
(Pdet). La oportunidad es que estos programas 
se conviertan en una palanca para la reactiva-
ción económica, contribuyendo con ello a corre-
gir otros problemas del país. 

El alcance del riesgo no es 
menor. Los municipios Pdet 
fueron seleccionados con los 
criterios de niveles de pobreza, 
debilidad institucional, econo-
mías ilegales y afectación del 
conflicto armado. Así, olvidar 
los compromisos hacia ellos 
implica abrir la puerta a la 
reproducción de ciclos de 
violencia y perder una oportu-
nidad única para estas zonas 
del país. 

La oportunidad, por su parte, 
tiene varios elementos. El primero es que la 
destinación de recursos para la ejecución de 
estos programas no debería ser un obstáculo, 
pues las reformas recientes – por ejemplo, en 
materia del Sistema General de Regalías – han 
permitido fondearlos para su arranque, al tiem-
po que se puede dar un mayor uso a alternativas 
como ‘obras por impuestos’ para atraer la inver-
sión privada, y recurrir a la figura de pagos por 
servicios ambientales. 

De allí surge un segundo elemento: si la 
consecución de recursos no es el problema 
principal, resulta necesario prestar atención a la 
articulación de proyectos que tengan un carácter 
transformador, especialmente hacia la genera-
ción de mayor equidad social, inversión y em-
pleo. No se puede cometer el error de concebir 
las grandes apuestas como la suma de proyectos 
puntuales, ni ir al extremo opuesto de diseñar 
planes perfectos en la teoría, pero que desconoz-
can las realidades de los territorios. 

Es decir, es importante reconocer las iniciati-
vas de las comunidades rurales y respetar el 
esfuerzo de planeación participativa con el que 
se construyeron estos programas en los territo-
rios, tal como se enfatizó en el foro ‘Acelerar los 
Pdet para reactivar la Economía’. 

Un tercer elemento es la necesidad de cons-
truir y fortalecer la institucionalidad en estas 
regiones. La experiencia del país desde finales 
del siglo XIX, con el auge del café, la creación de 
una clase media rural y los esfuerzos orientados 
a ofrecer bienes públicos y contribuir al proceso 
de innovación productiva podría servir como 
ejemplo.  

Y un último elemento para materializar la 
oportunidad de que los Pdet jueguen un papel 
protagónico en la reactivación económica es la 
posibilidad de atraer cada vez más al empresaria-
do. El desarrollo económico depende de la combi-
nación de instituciones y actores que generen 
procesos productivos virtuosos, para lo cual es 
necesario que el empresario – local y nacional – 
encuentre las condiciones que le permitan desa-
rrollar sus actividades productivas. Esto requiere, 
entre otros, articular los esfuerzos de los Pdet con 
la atención que se debe brindar en los temas de 
sustitución de cultivos, seguridad y justicia que a 
veces parecen al margen de estas discusiones. 

Coyunturas excepcionales permiten dar giros 
radicales en la forma como se diseña la política 
pública. Apalancar los esfuerzos de reactivación 
económica en figuras como los Pdet tiene el 
potencial de corregir desigualdades históricas y 
contribuir a crear círculos virtuosos de inclu-
sión y desarrollo económico.
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Hipoteca inversa, ¿quién gana y quién   pierde? 
Hace poco el Gobierno anun-

ció la hipoteca inversa como 
una iniciativa para los adultos 
mayores que durante su vida la-
boral adquirieron una vivien-
da pero que no lograron cotizar 
lo suficiente para una pensión. 
Esta alternativa permitiría obte-
ner una renta fija mensual de su 
inversión en la vivienda, y al 
tiempo habitarla durante los úl-
timos años de su vida. 

La iniciativa ha tenido una 
gran discusión, y una de las pri-
meras conclusiones es que esta 
herramienta no busca resolver 
los problemas estructurales del 
sistema pensional, y, específica-
mente, no puede solucionar uno 
de los problemas más graves: su 
baja cobertura. La reforma pen-
sional sigue siendo necesaria. 
Sin embargo, en la medida que 
la decisión es opcional, no obli-
gatoria, la hipoteca inversa pue-
de ser una alternativa para adul-
tos mayores que viven en la 
pobreza oculta, es decir, que son 
propietarios de una vivienda, 
pero no cuentan con ingresos 
mensuales para cubrir sus nece-
sidades básicas. Las cifras del 
Dane muestran que solo 28% de 
los adultos mayores de 65 años 
tienen pensión, mientras que 
67% son propietarios.  

El instrumento existe desde 
hace algunos años en varios paí-

ses, y ha tenido una mayor apli-
cación en los países anglosajo-
nes. En el Reino Unido, la hipo-
teca inversa se creó en 1965, y 
en 2018 se firmaron 50.000. En 
cambio, en España se creó en 
2007, y el año con más hipote-
cas inversas fue 2009, con 780, 
mientras que en 2018 solo se fir-
maron 45. En España, la falta 
de conocimiento del instru-
mento y el riesgo jurídico por 
posibles demandas de los here-
deros han frenado el desarrollo 
de este mercado. Por eso, es ne-
cesario que el gobierno colom-
biano tenga en cuenta estas ex-
periencias al reglamentar el 
instrumento.  

El debate en Colombia se ha 
polarizado. Los defensores argu-
mentan que es una oportunidad 
para el mejoramiento de los in-
gresos de algunos adultos mayo-
res, mientras que los detractores 
se dividen en dos tendencias di-
vergentes: unos manifiestan 
que es un instrumento que bus-
ca aumentar las ganancias de los 
grupos financieros y otros dicen 
que es un pésimo negocio para 
la entidades financieras y que 
por eso no se ha masificado en 
ningún país del mundo. El deba-
te es infructuoso pues todos tie-
nen la razón, dependiendo de 
los números con los que se ha-
gan las cuentas. 

Como todo instrumento finan-
ciero, será más o menos atrac-
tivo para financiadores y finan-
ciados dependiendo de la tasa de 
interés y el costo de oportunidad 
de cada una de las partes en la ne-
gociación. El costo de oportuni-
dad revela la preferencia que el 
uno o el otro tienen por la liqui-
dez, pues representa  la rentabi-
lidad o costo del mejor negocio al-
ternativo disponible. Si la tasa es 
muy alta los bancos estarían muy 
motivados, pero las rentas men-
suales ofrecidas no serían atrac-
tivas para el adulto mayor. Si por 
el contrario la tasa es muy baja, 
la renta mensual sería interesan-
te para el adulto mayor, pero muy 
pocos bancos estarían dispues-
tos a ofrecer el instrumento.  

Como se muestra en la gráfi-
ca de barras, la renta mensual 
(calculada para el esquema de 
renta vitalicia) es más alta para 
personas de mayor edad que se 
acercan a la esperanza de vida con 
la que se hace el cálculo y por su-
puesto también crece con el pre-
cio de la vivienda. Para viviendas 
de 100 millones de quienes les fal-
ta 15 años o menos para alcan-
zar la esperanza de vida, la ren-
ta superaría la línea de pobreza 
monetaria, pero solo los que tie-
nen 8 o menos años que su espe-
ranza de vida, obtendrían un in-
greso superior al salario mínimo. 
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El Presidente Duque le ha 
dicho a sus cercanos colabo-
radores que quiere en la De-
fensoría del Pueblo para el si-
guiente período a una mujer 
en reemplazo del actual De-
fensor Carlos Negret. En las 
próximas tres semanas se 
conformará la terna con al 
menos dos candidatas, como 
ocurrió en la terna de 2012, 
cuando Jorge Armando Otálo-
ra compitió contra Olga Gai-
tán y Beatriz Linares. Las ter-
nas son presentadas por el 
Presidente y la elección se 
realiza en Cámara de Repre-
sentantes. Para llegar a la ter-
na definitiva, hay múltiples 
hojas de vida de candidatas 
viables que Duque podría 
postular. Una mujer también 
estará en otra terna, por parte 
del Presidente, para reempla-
zar al Procurador Carrillo. Se 
trata de la actual ministra de 
Justicia Margarita Cabello. 
Los otros dos ternados escogi-
dos por el Consejo de Estado y 
la Corte Suprema de Justicia 
serán hombres. 

En el caso de la Defensoría, 
por parte de los partidos polí-
ticos, también hay interés en 
postular candidatos propios. 
El Partido de la U, por ejem-
plo, ha presentado múltiples 
hojas de vida para buscar es-
tar representado políticamen-
te con un nombre en esa ter-
na definitiva. Llama la aten-
ción que las directivas de La 

U lideradas por el exministro 
de Agricultura Aurelio Irago-
rri, hayan propuesto entre di-
versas posibilidades, una 
mezcla que curiosamente re-
sulta ser 50% - 50% entre 
hombres y mujeres.  

Desde su creación con la 
Constitución del 91, la enti-
dad solo ha tenido defenso-
res. El primer Defensor en los 
90 fue Jaime Córdoba Trivi-
ño, luego estuvo José Fernan-
do Castro y después llegó 
Eduardo Cifuentes, quien no 
terminó su período por acep-
tar un cargo en Derechos Hu-
manos en la ONU.  

Luego vino la etapa de Vol-
mar Pérez, a quien algún cole-
ga denominó “el defensor del 
puesto”, por ser el único en 
lograr ser reelegido. Final-
mente fueron defensores Otá-
lora y Negret. Pasaron casi 30 
años y la entidad nunca estu-
vo en manos femeninas. Llegó 
la hora de hacer un cambio. 

El mensaje desde la Casa 
de Nariño es concreto. Se ne-
cesita una mujer para enfren-
tar las realidades que Colom-
bia vive actualmente. Somos 
una sociedad enferma que 
permitió esta semana que una 

niña indígena de apenas 12 
años fuera violada presunta-
mente por un grupo de milita-
res. Es inaudito que tengamos 
que convivir con feminici-
dios, violencia sexual, lídere-
sas sociales amenazadas y 
asesinadas, discriminación 
de género, desigualdad sala-
rial, techos de cristal, miles 
de madres solteras, altas ta-
sas de embarazo adolescente 
y otros fenómenos que debe-
rían estar en el pasado. El 
problema es que cambiar ha-
cia el ideal de lo que debería 
ser, una sociedad equilibrada, 
puede tomar varias genera-
ciones. WEF calcula al menos 
200 años para llegar a igual-
dad total. 

Las mujeres siguen dando 
la pelea. Hay voces femeninas 
fuertes que abren a trancazos 
el camino del Siglo XXI que, 
sin embargo, sigue siendo 
complicado. Las luchas feme-
ninas de momentos anterio-
res de la historia también lo 
fueron. Lograr el voto femeni-
no, por citar un solo ejemplo, 
fue una batalla que costó mu-
chas lágrimas y tiempo. Bien-
venida, en un momento opor-
tuno, nuestra primera Defen-
sora del Pueblo. En pocas se-
manas conoceremos a esa 
mujer que recorrerá todos los 
rincones de la geografía escu-
chando las dificultades de 
una población que sigue sien-
do matoneada.

La defensora del pueblo
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CONVIVIR CON 
FEMINICIDIOS Y 
DISCRIMINACIÓN
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Normas 
inmobiliarias 

En el actual Estado de Emergencia ha habido 
múltiples anuncios del gobierno que se han 
venido plasmando en sendos decretos con 
fuerza de ley, algunos con variaciones a lo 
anunciado, otros emitidos mucho después de 
su presentación, lo que ha generado en algu-
nos casos confusión o especulaciones. Es el 
caso de las que aplican al sector inmobiliario, 
especialmente en arrendamiento. 

Lo primero que es necesario precisar es que 
solo hay dos decretos legislativos en 2020, de 
medidas transitorias relacionados al sector; el 
Decreto 579, en el que se toman medidas en 
contratos de arrendamiento y propiedad hori-
zontal y el Decreto 797, que regula de manera 
extraordinaria y temporal, la terminación 
unilateral de los contratos de arrendamiento de 
local comercial por parte de los arrendatarios. 

El Decreto 579, contiene normas temporales 
en contratos de arrendamiento, versa sobre la 
suspensión de acciones de desalojo, aplazamien-
to al reajuste al canon, prórroga automática de 

contratos en el período com-
prendido entre la expedición 
del Decreto y el 30 de junio de 
2020, hace fuerte invitación a 
acuerdos entre arrendadores y 
arrendatarios; y habla sobre 
propiedad horizontal. 

El Decreto 797, regula de 
manera extraordinaria la 
terminación unilateral de los 
contratos de arrendamiento 
de local comercial por parte de 
los arrendatarios, solo para 

actividades económicas especificas; autoriza la 
terminación unilateral hasta el 31 de agosto de 
2020, sólo pagando un tercio de la cláusula 
penal prevista en el contrato, o un canon, 
según el caso, como única compensación. 

La invitación a conciliar, debido a las dificul-
tades de arrendatarios, que a su turno las 
transmitirían a arrendadores, siendo un mer-
cado de doble vulnerabilidad, hizo que la 
Cámara de Comercio de Bogotá, abriera servi-
cio de conciliación virtual y gratuito (para la 
mayoría de los casos). Si no se ponen de acuer-
do en alivios, se aplica lo establecido en los 
contratos de arrendamiento. 

Aunque la invitación es a conciliar, es claro 
que no hay norma que permita a los arrendata-
rios dar por terminado de forma anticipada el 
contrato sin pagar las sanciones pactadas para 
ello, ni dejar de pagar los cánones de arrenda-
miento a que se obligaron, ni pagarlos de 
manera extemporánea. Por el contrario, si el 
arrendatario no paga la sanción por termina-
ción anticipada del contrato, no se entiende 
terminado y se siguen causando los cánones.  

La situación de emergencia para los contra-
tos de vivienda no es evento constitutivo de 
fuerza mayor que impida la ejecución y cum-
plimiento de este. La Corte Suprema de Justi-
cia, ha sido reiterativa en aclarar que cuando 
se trata de pagos en dinero, como es el del 
arriendo, no se presenta causal de exoneración 
de responsabilidad por fuerza mayor. Cuando 
existe garantía que ampare el pago del canon, 
es pertinente recurrir a ella. 

Para inmuebles diferentes a vivienda, que 
no se les permite funcionar, el ánimo del pro-
pietario debe encaminarse a mantener el 
inmueble arrendado, así sea con alivios para el 
comerciante, que lo son también para sus 
empleados y la cadena económica que se 
beneficia. Es triste el cierre de uno de los 
restaurantes emblemáticos de Bogotá, por no 
haber llegado a un acuerdo en la materia. 

Es necesario proteger el mercado de arrien-
dos inmobiliarios, que alcanza $60 billones 
anuales y es fuente importante de empleos.

ES NECESARIO PROTEGER EL 
MERCADO DE ARRIENDOS 
INMOBILIARIOS, QUE 
ALCANZA $60 BILLONES 
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Hipoteca inversa, ¿quién gana y quién   pierde? 
VALOR DE LA RENTA MENSUAL

Fuente: Econometría Gráfico: LR-GR
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Para superar 
la crisis es 
necesario ace-
lerar el surgi-
miento de 
liderazgos 
jóvenes. 
Porque se 
requiere - más 
que nunca - 
imaginación, 
energía y 
audacia para 
crear y poner 
en marcha 
soluciones  
eficaces a los 
múltiples pro-
blemas que 
enfrentamos.

Al calcular distintos escena-
rios de rentabilidad tanto para la 
entidad financiera como para el 
adulto mayor, se encuentra que 
en ambos casos puede haber pér-
didas o ganancias dependiendo 
del tiempo que le falte al adulto 
mayor para llegar a la esperanza 
de vida y del costo de oportuni-
dad. Por otra parte, la percepción 
de riesgo es un factor clave en di-
cho costo de oportunidad y la dis-
ponibilidad de información re-
sulta determinante para dicha 
percepción de riesgo. 

El éxito del instrumento de-
penderá entonces de la capa-
cidad de tomar decisiones bien 
informadas, pues en temas fi-
nancieros las asimetrías de in-
formación son peligrosas. La 
situación de un adulto mayor 
con estrés financiero, y la pre-
ferencia del corto plazo frente 
al largo plazo -es decir, tener 
la plata ahora- puede llevarlo 
a tomar decisiones que no son 
las óptimas. Al reglamentar la 
hipoteca inversa se deberían 
prever mecanismos de aseso-
ría, ojalá en cabeza de organis-
mos independientes de la enti-
dad financiadora, y definir los 
límites que tendrán los finan-
ciadores en todos los paráme-
tros de cálculo.  

También es conveniente ex-
plorar el diseño de un progra-

ma alternativo que previera la 
compra del inmueble por una 
entidad que lo pagaría cuotas 
mensuales, y tendría un contra-
to de arrendamiento vitalicio 
con el adulto mayor. Este sería 
un mecanismo similar en el cual 
la entidad obtendría la propie-
dad desde el principio y asumi-
ría los costos de impuestos y 
mantenimiento de la vivienda, 

pero quien recibiría los rendi-
mientos financieros sería el 
adulto mayor. Podría tratarse de 
un programa público subsidia-
do o establecer parámetros de 
cálculo que garanticen una re-
muneración razonable para en-
tidades privadas que participen 
en el programa. 

www.econometria.com 
www.ce-mr.org
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Situaciones 
como la actual 
dan pie para 
que nuestros 
líderes políti-
cos se sientan 
presionados, y 
tentados, a re-
solverle todos 
los problemas 
a las perso-
nas, muy po-

siblemente con buenas inten-
ciones, pero muchas veces yen-
do más allá de lo que resulta 
razonable o conveniente para 
la sociedad.  

Un ejemplo sencillo de esto, 
es que para proteger a las fami-
lias de bajos ingresos y a la cla-
se media de los posibles efectos 
regresivos de los impuestos al 
consumo, proliferan las exen-
ciones en el IVA. El resultado 
ha sido que Colombia tiene uno 
de los indicadores de eficiencia 
en el recaudo de IVA más bajos 
del mundo, con el agravante 
que los grandes beneficiados 
de las exenciones no son los 
pobres sino los ricos que son 
quienes más consumen los bie-
nes exentos. Lo anterior se repi-
te una y otra vez en el diseño de 
la política pública en Colombia: 
las pensiones públicas dan sub-
sidios a las personas de mayo-
res ingresos, los subsidios a la 
gasolina benefician a quienes 
tienen carro y reducen el costo 
de contaminar, la exención del 
impuesto de renta a las pensio-

nes beneficia solo a 20% más 
rico que sí logra una pensión, y 
así, muchos otros ejemplos.  

La otra falacia a la que nos 
han acostumbrado los medios, 
las redes y nuestra clase políti-
ca es que sólo los ricos deben 
pagar impuestos. Y aquí ade-
más, con una variante muy co-
lombiana en donde rico es 
todo aquel que tiene más que 
yo y en consecuencia, yo no 
debo pagar impuestos. Este 
mensaje se ha exacerbado en 
las discusiones públicas de las 
últimas reformas tributarias y 
en múltiples fallos de las Cor-
tes que por proteger en temas 
puntuales, termina por erosio-
nar la calidad de la política pú-
blica en un todo.  

Ninguna sociedad es viable 
si todos, y óigase bien todos, no 
contribuimos a la financiación 
de los bienes colectivos. De he-
cho, el inciso 9º del artículo 95 
de la Constitución así lo orde-
na: “[]...son deberes de la perso-
na y el ciudadano…[]contribuir 
al financiamiento de los gastos 
e inversiones del Estado dentro 
de conceptos de justicia y equi-
dad.” Todo ciudadano debe sen-
tirse responsable por financiar 
al Estado y en consecuencia 
también doliente de lo que el 
Estado hace con su dinero; esto 
último además sirve para mo-
derar lo que le pedimos al Esta-
do, pues entre más pedimos 
más tendremos que aportar 
para su financiación.  

Hacer propuestas de gasto 
como si no hubiera límite de re-
cursos es mentirle a la sociedad 
y generar falsas expectativas y 
muchas veces además, con fór-
mulas que a la postre terminan 
siendo peores, precisamente 
para esa población vulnerable 
que dice que se quiere proteger.  

Las más reciente estimacio-
nes del MinHacienda apuntan a 
que la deuda pública este año 
habrá aumentado un 30 por 
ciento o 15 puntos del PIB. Si 
en un hogar la deuda aumenta 
en una tercera parte, así sea 
para atender justificadamente 
una emergencia familiar repen-
tina, una vez todo haya vuelto a 
la normalidad, la familia se en-
contrará con la necesidad de re-
cuperarse y ajustar sus gastos 
para atender esa mayor deuda.  

Esto es exactamente lo que 
nos está pasando como país y 
que requiere que nos sentemos 
con juicio a revisar las secuelas 
de lo sucedido y volvamos a fi-
jar claramente nuestras priori-
dades. Cosas que nos parecían 
razonables hace tan solo unos 
meses, a la luz de la nueva rea-
lidad ya no lo serán.  

El aumento de la deuda es 
otra consecuencia de la pande-
mia que debemos afrontar con 
decisión y con franqueza. El fu-
turo de Colombia solo depende 
de nosotros mismos y no pode-
mos esperar milagros o que 
otros vengan a salvarnos. 

Leer la versión completa en web

Más liderazgo del Congreso
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